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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de julio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0695
Hora: 2:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Esperanza Pulgarín Ospina frente al fallo emitido el 3 de mayo de 2017 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela instaurada en contra de COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Informó la señora María Esperanza Pulgarín Ospina, de 60 años, que el 20 de noviembre de 2009 el Instituto de Seguros Sociales emitió el dictamen Nº 5070, donde le calificó su pérdida de capacidad laboral en 52,65%, de origen común por disminución a progresiva de la visión a raíz de glaucoma bilateral, alteración visual bilateral y alteración campo visual ojo derecho, con fecha de estructuración del 23 de junio de 2009.
Afirmó que considerando lo anterior, el 16 de diciembre de 2009 solicitó pensión de invalidez ante el ISS, la cual fue negada mediante resolución Nº 22231 del 30 de noviembre de 2010 donde la Administradora argumentó falta de requisitos al no demostrar las 50 semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a la fecha del dictamen, lo que fue confirmado por las resoluciones Nº 034264 del 2011 y 019008 del 26 de junio de 2012 

Informó que continúo cotizando al Sistema General de Pensiones en Régimen de Prima Media hasta el 31 de diciembre de 2010, fecha en la cual no pudo seguir trabajando.

Afirmó que en su historia laboral reposan 56.14 semanas cotizadas a la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- contadas desde el 20 de noviembre de 2006 y hasta el 20 de noviembre de 2009, fecha en la cual se profirió el dictamen Nº 5070 por parte del ISS, más las 109 semanas adicionales, cotizadas desde el 31 de diciembre de 2007 al 31 de diciembre de 2010. Es decir, que desde la fecha de estructuración de la PCL, esto es, el 23 de junio de 2009 al año 2016 cuenta con 43,42 semanas cotizadas en la historia laboral, sin contar la totalidad de los aportes registrados para la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones- desde el año 1996 y hasta el año 2010 

Afirmó que en diciembre de 2015, por medicina laboral le informaron que no era posible realizar una nueva valoración de la pérdida de capacidad laboral, pues para la fecha se encontraba en firme el dictamen Nº 5070 del 20 de noviembre de 2009, emitido por el ISS, pese a la característica degenerativa de su padecimiento.
Informó que el 8 de julio de 2016 solicitó un nuevo estudio de pensión de invalidez, pero la Administradora Colombiana de Pensiones, con fundamento en el concepto BZ_204-10721634 del 26 de diciembre de 2014 emitido por la misma AFP, y la figura de condición mas beneficiosa desarrollada por la Corte Constitucional con el objeto de que se le reconociera la prestación solicitada con el concepto de las 50 semanas reunidas desde la fecha de estructuración, o bien con la aplicación de la Ley 100 de 1993 atinente a reunir 26 semanas en cualquier tiempo a la fecha de estructuración por el concepto de condición mas beneficiosa

El 27 de septiembre de 2016, mediante la Resolución GNR 288186, la AFP resolvió negar nuevamente la prestación, argumentando la falta de vigencia de la calificación de pérdida de la capacidad laboral de acuerdo al Decreto nacional 1889 de 1994 que exige la revisión del estado de invalidez cada 3 años. 
Por lo anterior, consideró que la accionada al resolver negativamente su pensión de invalidez, ha desconocido por completo y con diferentes argumentos, lo dispuesto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, pues con la fecha de estructuración no tuvo en cuenta la fecha de su última cotización ni la emisión del dictamen en virtud de la característica degenerativa de su diagnostico visual, además para la aplicación de la condición mas beneficiosa para la pensión de invalidez, no tuvo en cuenta que la declaratoria de invalidez pese a suceder en vigencia del articulo 1º de la ley 860 de 2003 se podría estudiar al reunir la totalidad de los requisitos de la legislación inmediatamente, es decir el articulo 39 de la ley 100 de 1993.
Agregó que desde el año 2010 no ha podido vincularse formalmente al campo laboral, impedida por el padecimiento en su visión. 

Por lo tanto, solicitó que (i) se tutelaran  los derechos a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social y al mínimo vital y en consecuencia que en un término de 48 horas (ii) Colpensiones revoque la Resolución Nº 22231 del 30 de noviembre de 2010, Las Resoluciones Nº 034264 del año 2011 y la 019008 del 26 de junio de 2012, todas proferidas por el extinto ISS, así como la Resolución GNR 288186 del 27 de septiembre de 2016, (iii) En aplicación del principio de la condición mas beneficiosa, deberá reconocer su pensión de invalidez bajo los presupuestos del articulo 39 de la ley 100 de 1993, y desde el 23 de junio de 2009, fecha de estructuración conforme al dictamen PCL, (iv) que la accionada reconozca, liquide y pague la pensión de invalidez de origen común, con su debido retroactivo desde la fecha de declaración del estado de invalidez, (v)  el derecho de petición vulnerado por COLPENSIONES y en consecuencia se ordene a esta Administradora Colombiana de Pensiones emitir el acto administrativo 288186 correspondiente para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, se ordene a la accionada incluir en el sistema de salud en calidad de pensionado ya que su estado de salud es delicado y que se le ordene a la misma a cumplir el fallo de tutela en los términos del articulo 27 del Decreto 2591 de 1991. 
2.2. Adjuntó con la demanda, copia de los siguientes documentos: i) cedula de ciudadanía ii) copia del dictamen de perdida de capacidad laboral Nº 5070 del 20 de noviembre de 2009, iii) Resolución Nº 22231 del 30 de noviembre de 2010, iv) Resolución GNR 288186 del 27 de septiembre de 2016 y v) Copia de la historia clínica. (Fls.25-39).
2.3.  COLPENSIONES 
La entidad no emitió pronunciamiento sobre la acción de tutela. 
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 12 de mayo de 2017 el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió: denegar la tutela interpuesta por la señora María Esperanza Pulgarín Ospina, por existir un mecanismo ordinario, como lo es la jurisdicción ordinaria laboral, al que no ha acudido, además de no evidenciar un perjuicio irremediable que torne procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio. (Fls.47-48 frente y vuelto).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, la señora María Esperanza Pulgarín Ospina, allegó el 19 de mayo en el que manifestó, no compartir la decisión adoptada, al considerar que la entidad le está negando una prestación que ya adquirió al cumplir con los requisitos de ley, es decir, el dictamen de la PCL superior al 50%.

Aclaró, que si bien, después del dictamen de PCL continuó cotizando, a la fecha su condición de vida ha cambiado por sus dolencias, que han dificultado su capacidad laboral, desmejorando así sus condiciones económicas y mentales. (Fls. 58-59).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1.Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

5.6. La Corte Constitucional en la Sentencia T-633 de 2013 señaló los presupuestos procesales y sustanciales de la acción de tutela frente al pago de pensiones; así:

 
“4. La Corte Constitucional ha indicado que por regla general la acción de tutela resulta improcedente frente al pago de derechos de naturaleza pensional. Lo anterior por cuanto se espera que el interesado formule su pretensión en los escenarios procesales especialmente diseñados por el legislador para dirimir las controversias de esa naturaleza, es decir, ante la jurisdicción ordinaria laboral o contenciosa administrativa, según el caso, mediante el trámite ejecutivo respectivo. No obstante, con el objeto de armonizar el alcance de los principios de subsidiariedad de la acción de tutela, y efectividad de los derechos fundamentales, la Corporación ha precisado que en determinados eventos el recurso de amparo procede con el puntual fin de salvaguardar bienes iusfundamentales cuya protección resulta impostergable.

 

5. Para este propósito el Tribunal Constitucional ha estudiado dos situaciones distintas de procedibilidad: cuando la acción de tutela (i) se interpone como mecanismo principal o; (ii) se ejercita como medio de defensa transitorio, a efecto de evitar la consumación de un perjuicio irremediable. Al respecto, en sentencia T-235 de 2010[1] la Corte señaló que para que la acción proceda como mecanismo principal y definitivo, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, estos no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio implica que, aun existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar la consolidación de un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la vía de tutela[2]. En este último caso, esa comprobación, ha dicho la Corte, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva.

 6. Esta Corporación en sentencia T-721 de 2012[3] insistió en que la aptitud de los instrumentos judiciales ordinarios para resolver de manera efectiva los problemas jurídicos relativos al reconocimiento y pago de derechos pensionales debe establecerse a partir de una evaluación exhaustiva del panorama fáctico y jurídico que sustenta la pretensión de amparo. Por eso, ha supeditado la aplicación del requisito de subsidiariedad al examen de las circunstancias particulares del accionante. En esa dirección, el tiempo de espera desde la primera solicitud pensional a la entidad de seguridad social (procedimiento administrativo), la edad (personas de la tercera edad), la composición del núcleo familiar (número de personas a cargo), el estado de salud (condición de discapacidad, padecimiento de enfermedades importantes), las condiciones socioculturales (grado de formación escolar y potencial conocimiento sobre sus derechos y los medios para hacerlos valer) y las circunstancias económicas (promedio de ingresos y gastos, estrato socioeconómico, calidad de desempleo) de quien reclama el amparo constitucional, son algunos de los aspectos que deben valorarse para establecer si la pretensión puede ser resuelta eficazmente a través de los mecanismos ordinarios, o si, por el contrario, las dilaciones y complejidades que caracterizan esos procesos judiciales podrían conducir a que la amenaza o la vulneración iusfundamental denunciada se prolongue de manera injustificada.

 

(…)  8. Esta consideración resulta de la mayor relevancia en el escenario de la acción de tutela contra entidades que han omitido el pago de una pensión, ya que los beneficiarios de este tipo de prestaciones son por regla general personas con determinados grados de vulnerabilidad en razón de (i) su pérdida de capacidad laboral, (ii) el deterioro de sus condiciones de salud producto de los quebrantos propios de la tercera edad o de las enfermedades o accidentes sufridos (pensiones de vejez e invalidez) o; (iii) su condición de desamparo económico en los eventos en que la manutención dependía del asegurado o pensionado que falleció (pensión de sobreviviente). En ese contexto, entonces, exigir idénticas cargas procesales a personas que  soportan diferencias materiales relevantes, frente a quienes no se encuentran en estado de vulnerabilidad alguno, puede resultar discriminatorio y comportar una infracción constitucional al acceso a la administración de justicia en igualdad de condiciones.

 
9. Bajo tal óptica, la procedencia del amparo constitucional dirigido a la protección del mínimo vital mediante el pago de acreencias pensionales adeudadas, debe seguir las siguientes reglas[5]:

 

10. El procedimiento idóneo para el pago de mesadas es el ejecutivo laboral. Sin embargo, excepcionalmente, la tutela procede para proteger el mínimo vital del afectado, cuya vulneración debe ser analizada de acuerdo con la situación específica del accionante y en relación con el concepto de dignidad humana[6].

 

11. La cesación prolongada e indefinida de pagos de las mesadas pensionales “hace presumir la vulneración del mínimo vital del trabajador, del pensionado y de los que de ellos dependen”. Efectivamente, se presume que existe una vulneración del derecho al mínimo vital (i) cuando se produzca un incumplimiento prolongado o indefinido de las prestaciones laborales –que generalmente ha sido el que excede dos meses-[7] o; (ii) un incumplimiento, inferior a dos meses, si la prestación es menor a dos salarios mínimos.[8] En todo caso, corresponde a “la entidad encargada de pagar esta prestación, desvirtuar tal presunción”[9], y al juez determinar si la espera en el pago constituye una carga desproporcionada para el solicitante, atendiendo a sus particulares condiciones de existencia. Al respecto la Corte ha precisado que en este ámbito toma relevancia “la menor o mayor capacidad económica de las personas y sus núcleos familiares, máxime si la pensión funciona justamente como un instrumento de sustitución de ingresos en aquellos eventos en que las personas han  disminuido o perdido su capacidad laboral, o fallece el afiliado encargado de la manutención de la familia. En ese sentido, son importantes factores como la base salarial sobre la cual realizaron cotizaciones en el último año de servicios los afiliados al régimen de prima media (en adelante RPM), pues en un país caracterizado por enormes inequidades, el salario refleja la condición social a la cual pertenece la persona y su núcleo familiar. Dicho aspecto, aunado a las enormes brechas sociales existentes, se relaciona a su vez con una mayor o menor posibilidad de contar con condiciones difíciles, aceptables o favorables de subsistencia, y con una baja, mediana o alta capacidad de soportar cargas públicas”[10].. (…).”(Subrayas propias)
5.7.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
5.7.1. Revisadas las pruebas que obran dentro del proceso,  esta Sala observa que la señora María Esperanza Pulgarín Ospina  tiene una PCL del 52.65%, según dictamen emitido el 20 de noviembre de 2009  por medicina laboral del ISS con fecha de estructuración de 23 de junio de 2009 (Fls. 26 y 27),  a quien el ISS le negó mediante la Resolución No.22281 del 30 de noviembre de 2010 la pensión por invalidez con fundamento en que no cumplía con 50 semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a la fecha de estructuración (Fls. 28 y 29). Sin embargo, como la señora Pulgarín Ospina continuó cotizando al régimen de prima media solicitó nuevamente su pensión el 8 de julio de 2016 y  COLPENSIONES mediante la Resolución GNR 288186 denegó la misma, señalando lo siguiente:

“…se le indica al peticionario que para poder llevar a cabo el estudio de la pensión de invalidez es indispensable que la señora PULGARÍN OSPINA MARÍA ESPERANZA proceda a realizar una nueva calificación, ya que la fecha del dictamen Nº 5070 del 20 de noviembre de 2009, supera los tres años previstos por la norma, que de acuerdo a lo anterior se niega el reconocimiento de una pensión de invalidez hasta tanto se alleguen la documentación idónea, esto es, nueva calificación de pérdida de capacidad laboral.”  

Al respecto, esta Sala no evidencia dentro de la foliatura que la accionante hubiera solicitado una nueva valoración de su  PCL, para cumplir con los requisitos exigidos para la obtención de la pensión de invalidez.
5.7.2.  De acuerdo a lo anterior, esta instancia considera que el tema presentado por la señora Pulgarín Ospina da lugar a una controversia que amerita  su debate ante el juez laboral, por ser el escenario idóneo donde las partes con fundamento en los elementos de juicio podrán aclarar la verdadera situación del derecho reclamado, ya que la accionante insiste en que para la concesión de la pensión de invalidez Colpensiones debe aplicar los principios constitucionales como el de favorabilidad y el de la condición más beneficiosa bajo los presupuestos del artículo 39 de la Ley 100 de  1993, mientras que la entidad accionada requiere de la existencia de una actual calificación de la pérdida de capacidad laboral de la señora Pulgarín Ospina para su estudio pensional.

5.7.3. Así las cosas, esta Sala observa que la demanda de amparo no es procedente por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza prestacional para lo cual como se dijo anteriormente, existe un mecanismo ordinario en la jurisdicción laboral,  tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando se trata de reconocimientos pensionales, tal como lo indicó en la Sentencia T- 158 de 2006, así: 

“…13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello
. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”
.
Así, la excepcionalidad se ha fundamentado entonces en las características especialísimas que se presentan en casos de erróneo reconocimiento o no reconocimiento de la pensión, en relación con otros derechos fundamentales. Ha dicho este Tribunal Constitucional que, “…dado que en las reclamaciones cuyo objeto de debate es una pensión de jubilación y quienes presentan la solicitud de amparo son, generalmente, personas de la tercera edad, debe  tomarse en consideración al momento de analizar la posible vulneración de derechos fundamentales, la especial protección constitucional que las comprende.”
  (Subrayas propias)

5.7.4. Pese a que la impugnante insiste en la afectación del mínimo vital por la ausencia del pago de la prestación pensional reclamada, esta Sala no cuenta con los elementos materiales que sustenten tal manifestación, si se tiene en cuenta que la primera negativa de la prestación pensional data del año 2010, decisión que fue confirmada mediante la Resolución No.019008 del 26 de junio de 2012, lo que se extrae de los antecedentes plasmados en el Resolución GNR 288186 del 27 de septiembre de 2016 por medio de la cual Colpensiones le volvió a negar la pensión de invalidez de acuerdo a los fundamentos antes descritos (folio 30).  
5.7.4.  Así las cosas, en el caso sub examine no están dados los presupuestos para que la acción de tutela proceda como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, no puede prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la señora Pulgarín Ospina, quien no acreditó estar en condiciones para soportar un proceso en la vía ordinaria laboral, del que se dijo es el mecanismo al cual debe acudir la actora para reclamar su derecho pensional en los términos como los viene demandando. Así las cosas, la Sala reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, tal como lo indicó  desde un inicio la Corte Constitucional en la Sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa), dijo lo siguiente:

“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
 

5.7.5. En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juez de primera instancia fue acertada, toda vez que la misma se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por la existencia de mecanismos judiciales para debatir un litigio de índole pensional y por cuanto no existen razones fundadas para la protección a los derechos fundamentales invocados.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la sentencia de tutela proferida el 12 de mayo de 2017 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por la señora María Esperanza Pulgarín Ospina en contra de Colpensiones, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� [Cita del aparte transcrito] Sobre el particular pueden verse las sentencias T-1316 de 2001, T-482 de 2001, T-977 de 2001, T-690 de 2001, T-256 de 2001, T-189 de 2001, T-163 de 2001, T-1116 de 2000, T-886 de 2000, T-612 de 2000, T-618 de 1999, T-325 de 1999, T-214 de 1999, T-718 de 1998, T-116 de 1998, T-009 de 1998, T.637 de 1997, T-456 de 1994 y T-426 de 1992. 


� T-904 de 2004


� T-904 de 2004. Ver también la sentencia T-076 de 2003: “Tratándose del reconocimiento o reliquidación de la pensión, la jurisprudencia viene considerando que, bajo condiciones normales, las acciones laborales - ordinarias y contenciosas- constituyen medios de impugnación adecuados e idóneos para la protección de los derechos fundamentales que de ella se derivan. No obstante, también ha sostenido que, excepcionalmente, es posible que tales acciones pierdan toda eficacia jurídica para la consecución de los fines que buscan proteger, concretamente, cuando una evaluación de las circunstancias fácticas del caso o de la situación personal de quien solicita el amparo constitucional así lo determina. En estos eventos, la controversia planteada puede desbordar el marco meramente legal y pasar a convertirse en un problema de índole constitucional, “por lo que el juez de tutela estaría obligado a conocer de fondo la solicitud y a tomar las medidas necesarias para la protección del derecho vulnerado o amenazado.”


� Sentencia T-1316/01 (MP. Rodrigo Uprimny Yepes).  En esta sentencia se estudia si es procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, teniendo en cuenta que el accionante había presentado una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, solicitando el incremento de su mesada pensional. En este caso la Corte resolvió confirmar los fallos de instancia, los cuales negaron la tutela del derecho, pues consideró que para el caso en concreto no se configuraba una situación irremediable.  Esta sentencia reitera los argumentos planteados en la sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa).
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